
Registro Social de Hogares
(RSH) contabiliza 21.567 perso-
nas en situación de calle a nivel
nacional a septiembre de este
año, casi mil más que el año pa-
sado a igual fecha. 

En el caso del norte del país,
Antofagasta lidera con 959 per-
sonas, seguida por Coquimbo,
con 883, Arica y Parinacota
(787), Tarapacá (637) y Ataca-
ma (546).

En La Serena, los operativos
para recuperar espacios toma-
dos se realizan todos los días a
partir de las 7:30 horas, princi-
palmente en el casco histórico. 

Fue muy marcada a partir del
estallido de 2019, se redujo du-
rante la pandemia, reflotó con la
ola migratoria y hoy es una reali-
dad cada vez más frecuente en
las principales ciudades del nor-
te: personas en situación de calle
dañan áreas verdes, paraderos y
piletas, utilizan toboganes para
dormir y máquinas de ejercicios
públicas para armar improvisa-
das carpas para pasar las noches,
todo lo cual va generando un
acelerado deterioro de los espa-
cios públicos y obliga a los mu-
nicipios a destinar recursos para
su mantención.

“Lo hemos vivido en carne
propia: el Parque Pablo Neruda
se lo tomaron por completo y
terminaron destruyendo todo.
Los sacan y se vuelven a meter, y
eso hace que la gente ya no ocu-
pe este espacio; por las noches,
ni hablar”, asegura Yasna Mora-
les, residente del sector Vivero,
en Antofagasta.

Precisamente, solo en esa ciu-
dad han identificado 13 sectores
con espacios públicos afectados,
principalmente en playas, par-
ques costeros y el casco históri-
co. Hasta agosto, según la Dele-
gación Presidencial, se habían
realizado 23 jornadas de recupe-
ración de espacios públicos, con
220 personas desalojadas.

Operativos en medio
de complejo panorama

Pese a que solo con los resulta-
dos del Censo 2024 habrá una ci-
fra más exacta, que se presume
mayor, la información oficial
que recoge el Anexo Calle del

Gonzalo Arceu, director de
Seguridad Ciudadana, admite
que “este es un problema que el
Estado no ha sido capaz de re-
solver. Acá hay un daño cons-
tante al espacio público y no es
que sea vandalizado, sino que lo
deterioran, por un uso que no es
el adecuado”.

Asegura que, pese a los desa-
lojos, las personas vuelven y
“usan carros de supermercados
con los que arman ‘rucos’. No-
sotros ya hemos retirado 450
solo este año, pero ocupan los
paraderos, donde debemos ha-
cer sanitizaciones. Lo más dañi-

no es lo que le hacen a la imagen
de la ciudad”.

Según Ricardo Jorquera, di-
rector de la Cámara de Turismo
de Arica, ante la falta de áreas
verdes en la zona, “estas perso-
nas ocupan la playa o el costado
del terminal de buses, (y) princi-
palmente son inmigrantes”.

El alcalde de la ciudad, Gerar-
do Espíndola (PL), reconoce
que, “proporcionalmente a
nuestra población, Arica es una
de las ciudades con mayor canti-
dad de personas en situación ca-
lle”, y dice que se ha tenido que
adoptar una política municipal

para afrontar el problema desde
distintas aristas. 

“Tenemos personas que se ba-
ñan en las piletas y dañan los sis-
temas de riego o deterioran las
áreas verdes al hacer fogatas.
Por eso hemos tomado políticas
como evitar los juegos que gene-
ren espacios para ocultamiento,
que se cambian por los clásicos
columpios y balancines, y los
otros se han llevado a espacios
cerrados”. 

La idea, según Espíndola, es
también “evitar la sensación de
inseguridad, que se pierda el es-
pacio público en la vocación pa-

ra la cual fue construido. Se des-
tinan muchos recursos munici-
pales en esta tarea”.

Medidas similares son las que
detallan en Iquique, donde hi-
cieron cambio de especies arbó-
reas y aumentaron las podas pa-
ra que no se generen puntos cie-
gos, hicieron retiro de juegos in-
fantiles y máquinas de ejercicios
de algunos barrios, porque eran
usados para pernoctar y elimi-
naron rejas de plazas donde ar-
maban rucos o tendían ropa.

Para el alcalde de Iquique,
Mauricio Soria (ind.), la pobla-
ción en situación de calle se ha
diversificado: “Ya no es solo con
consumo de alcohol, drogas o
(problemas de) salud mental, si-
no que con la crisis migratoria se
sumaron personas que de plano
vinieron a vivir en la calle, del
microtráfico, jóvenes, y con eso
aumenta la inseguridad”. 

El jefe comunal sostiene que
aumentaron los operativos:
“Llevamos más de 12 mil este
año y se han desarmado 2.727
rucos y 936 carpas”.

En medio de alza de personas en situación de calle e incivilidades

Desalojos y rediseño de espacios:
Ciudades del norte toman medidas para
enfrentar fuerte deterioro urbano 

DAVIED JAIME

El borde costero y
los cascos
históricos son los
más afectados. La
inmigración
irregular es uno de
los factores que
explican este
escenario. 

LA SERENA .—La capital de la Región de Coquimbo no escapa al deterioro
urbano, mientras se aplican medidas para ordenar los espacios públicos. 
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IQUIQUE.— Una postal de Tarapacá: un operativo municipal en la Plaza
Prat, donde un grupo de personas pernocta. 
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Frente a los problemas del sis-
tema público de salud, liderados
por la acumulada lista de espe-
ra, muchos usuarios evitan ser
derivados desde sus consulto-
rios hacia el hospital y optan por
atenderse en clínicas.

Es una alternativa que va en
aumento. Así lo indica un estu-
dio de Criteria solicitado por la
Asociación de Clínicas de Chile,
que muestra que, si en 2021, el
50% de los afiliados de Fonasa
decía que se atendía en el sector
privado o en ambos, la cifra cre-
ció a 55% este año.

Hoy, el seguro estatal tiene
más de 16,4 millones de perso-
nas. De esos, 13,3 millones están
en los tramos B, C y D, en los que
está disponible la modalidad de
libre elección (MLE), con la que
pueden optar a prestadores par-
ticulares con convenio con Fo-
nasa.

Relevancia de la
cooperación
público-privada

La encuesta, que se realizó en-
tre el 17 y 26 de septiembre a ni-
vel nacional y en la que partici-
paron 1.002 usuarios del siste-
ma privado y público, también
da a conocer que, ante una en-
fermedad grave, el 58% de
usuarios de Fonasa preferiría
atenderse en una clínica antes
que en un hospital. ¿Motivos? El
62% afirma que es por mejor
atención y el 52%, por la rapidez
(ver infografía).

“Desde hace varios años, más
del 50% de nuestros pacientes
son afiliados del sistema públi-
co, lo que es especialmente rele-
vante en regiones”, afirma Ja-
vier Fuenzalida, presidente del
Directorio de Clínicas de Chile.

“La migración de afiliados al
seguro público que hemos ob-
servado puede contribuir, pero
siempre bajo el entendido de que

la atención en prestadores priva-
dos se ha valorado creciente-
mente entre los pacientes como
una efectiva y de calidad”, dice.

Pablo Eguiguren, investiga-
dor de Libertad y Desarrollo, co-
menta que los datos arrojados
por Criteria confirman “lo refle-
jado por la encuesta Casen 2022,
en la que un 47% de los encues-
tados que son afiliados a Fonasa
declara que su última consulta

de especialidad la realizó en un
prestador privado”.

“Esto da cuenta de dos cosas:
la primera es la incapacidad del
sector público de atender las ne-
cesidades de salud de los afilia-
dos a Fonasa, lo que revela la ne-
cesidad de mejorar la gestión de
los prestadores del Estado”, di-
ce, y añade que “la segunda es la
relevancia que tiene la coopera-
ción público-privada”.

El peso de las
prestaciones
demoradas

Sobre las razones de preferir
la atención privada, Héctor Sán-
chez, director del Instituto de
Salud Pública de la U. Andrés
Bello, señala que “el modelo de
atención en el sector privado es
más sencillo que en el público”. 

Plantea que en el estatal, al

consistir de una derivación des-
de la atención primaria al hos-
pital, “las personas tienen que
moverse a otro centro y una vez
que tienen sus exámenes y
diagnóstico, son enviadas a un
especialista y ahí vienen las lis-
tas de espera. Por lo tanto, la
gente dice: ‘Mejor me voy al
sector privado’”.

Coincide Manuel Fuenzalida,
docente de la U. Alberto Hurta-
do, quien menciona las extensas
demoras: “Aquí inciden, por un
lado, la idea de largas listas de
espera y, por otro, la necesidad
de un acceso más rápido a con-
sultas y procedimientos, esto en
particular cuando es una urgen-
cia”. Agrega que “algunos pa-
cientes perciben que el sistema
privado ofrece una mejor expe-
riencia”.

Para Daniela Sugg, académica

de la U. Diego Portales, “acá se
nota que el sistema (público) no
está funcionando. La gente está
buscando soluciones, porque, de
lo contrario, te vas a quedar es-
perando”.

El sondeo también indica que
el 74% de los usuarios de Fonasa
está de acuerdo con desconges-
tionar el sistema público con la
derivación de las listas de espera
a las clínicas. Con todo, el 69%
también cree que es prioritario
que el Estado mejore la atención
en la red hospitalaria.

A juicio de Fuenzalida, es
fundamental avanzar “en la
creación de un sistema de deri-
vación centralizado que sea ca-
paz de detectar capacidad en
los sistemas público y privado,
para asignarla a la solución de
la patología que está en la lista
de espera”.

Expertos apuntan a mejorar la gestión en la red asistencial del Estado: 

Ante listas de espera, aumentan usuarios de
Fonasa que optan por atenderse en una clínica 

JUDITH HERRERA C.

Encuesta señala que si en 2021 el 50% de los afiliados decía que se atendía en el sector
privado o en ambos, la cifra se elevó a 55% este año.

SEGURO ESTATAL .—Actualmente, en Fonasa hay 16,4 millones de afilia-
dos. De esos, 13,3 millones pueden acceder a la MLE. 
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959
personas en situación de calle
viven en la Región de Antofagas-

ta, según el Registro Social de
Hogares. 

979
habitantes más que el año
pasado están en situación de

calle en todo el país, totalizando
más de 21 mil.
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